	


 

Ponencia del Magistrado ALFONSO VALBUENA CORDERO

 

En el juicio que por indemnización por accidente de trabajo sigue el ciudadano MANUEL EDUARDO CAMACARO, representado judicialmente por el abogado Franco Zanderigo Paredes contra la empresa POLY PRINT DE VENEZUELA, C.A., representada judicialmente por el abogado José Alejandro Gil Luque; el Juzgado Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Lara, con sede en la ciudad de Barquisimeto, conociendo en apelación, dictó sentencia definitiva en fecha 01 de marzo del año 2004, mediante la cual declaró sin lugar el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, confirmando así el fallo dictado por el Tribunal de la causa, que declaró con lugar la demanda.

 

Contra esta decisión de alzada, la representación judicial de la parte demandada, solicitó el recurso de control de la legalidad del fallo señalado, el cual fue admitido por esta Sala de Casación Social en fecha 10 de junio del año 2004, fijándose audiencia oral, pública y contradictoria para el día 26 de agosto del mismo año, en sujeción a lo regulado por el artículo 173 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

 

 

 

 

Celebrada la audiencia oral y habiendo esta Sala pronunciado su decisión de manera inmediata, pasa a reproducir la misma en la oportunidad que ordena el artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en los siguientes términos:

 

 

DEL RECURSO DE CONTROL DE LA LEGALIDAD

ÚNICO

 

Señala el recurrente en su escrito de solicitud del recurso de control de la legalidad, que el Juez Superior incurrió en la violación del artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, al valorar como documento privado emanado de un tercero y, no como “...documentos público y administrativo...” la prueba referida a la constancia médica emitida por el Ambulatorio Urbano Tipo III de La Carucieña, ubicado en la ciudad de Barquisimeto, Estado Lara, adscrito, a su decir, al Ministerio de Salud y Desarrollo Social, que justifica la inasistencia de la parte demandada a la audiencia preliminar celebrada por ante el Juzgado de Primera Instancia, vulnerando así su derecho a la defensa y al debido proceso.

 


En tal sentido, arguye el recurrente que sufrió una “recaída por tensión arterial alta” el día pautado para la celebración de la audiencia preliminar, que le impidió asistir a la hora fijada previamente por el Juzgado de Sustanciación, Mediación y Ejecución.
 


Advierte que pese al contratiempo acaecido, y que fue plenamente soportado en el expediente mediante constancia médica suscrita por la médico residente del Ambulatorio Urbano Tipo III de La Carucieña, ubicado en la ciudad de Barquisimeto, Estado Lara, adscrito, a su decir, al Ministerio de Salud y Desarrollo Social, constante al folio 69, la representación judicial de la parte demandada se apersonó a la sede del Tribunal, suscribiendo ambas partes diligencia en esa misma fecha donde acuerdan suspender la causa hasta el 12 de diciembre del año 2003.
 

En consecuencia, solicita a esta Sala de Casación Social la reposición de la causa al estado de fijar la celebración de nueva audiencia preliminar.

 

Una vez expuestos los alegatos de las partes, esta Sala de Casación Social, pasa a decidir sobre las siguientes consideraciones:

 

La sentencia proferida por el Juzgado Superior, en fecha 01 de marzo del año 2004, en su parte pertinente expresa:

 

“Resulta evidente entonces que en el caso de autos estamos en presencia de un documento administrativo contentivo de una actuación de un funcionario público, que está dotado de una presunción de legitimidad pero no de fe pública y de plena eficacia probatoria, propia del instrumento público. Así se determina.

 

Por otra parte, esta Superioridad observa que, en casos anteriores, se han aportado a esta Alzada constancias médicas emitidas por este mismo centro ambulatorio con cuadros compatibles con crisis hipertensivas similares, sin ninguna otra descripción de la sintomatología presentada por el presunto paciente, lo que produce cierta desconfianza acerca de la veracidad de su contenido, en razón de ello, este Juzgador desecha la documental aportada por el apoderado recurrente conforme a la sana crítica y al razonamiento lógico basado en las reglas de la experiencia, con fundamento en el artículo 121 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo y, en consecuencia, declara sin lugar el recurso de apelación interpuesto por considerar que no fue suficientemente demostrado el motivo de fuerza mayor que impidió al apoderado recurrente acudir a la audiencia preliminar en primera instancia. Así se decide.”

 

 

 

Aprecia la Sala, que efectivamente la sentencia recurrida al analizar la prueba referida a la constancia médica, promovida por la parte demandada, a los fines de justificar su incomparecencia a la audiencia preliminar celebrada por ante el Juzgado de Primera Instancia, valoró dicha prueba -conforme a las máximas de experiencia y la sana crítica-, por un lado, como un documento administrativo que contiene la actuación de un funcionario público, sin la fe pública y la eficacia probatoria característica de los instrumentos públicos y, por el otro, consideró que dicha prueba documental merecía desconfianza con respecto a su contenido, dada la similitud de la misma en relación a otras constancias médicas emitidas por el mismo centro ambulatorio en casos anteriores tramitados por ante esa Superioridad, todo lo cual condujo al Juzgador de Alzada a considerar que no se registraron los presupuestos eximentes de responsabilidad de la obligación de comparecencia a la audiencia preliminar contemplados en el comentado artículo 131 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, a saber, el caso fortuito o fuerza mayor.

 

Ahora bien, a los fines de resolver lo alegado por el recurrente, se hace necesario señalar las siguientes consideraciones:

 


Efectivamente, el artículo 131 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo estipula:
 

“Si el demandado no compareciere a la audiencia preliminar, se presumirá la admisión de los hechos alegados por el demandante y el tribunal sentenciará en forma oral conforme a dicha confesión, en cuanto no sea contraria a derecho la petición del demandante, reduciendo la sentencia a un acta que elaborará el mismo día, contra la cual, el demandado podrá apelar a dos efectos dentro de un lapso de cinco (5) días hábiles a partir de la publicación del fallo.

 

El Tribunal Superior del Trabajo competente decidirá oral e inmediatamente y previa audiencia de parte, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes contados a partir del día de recibo del expediente, pudiendo confirmar la sentencia de Primera Instancia o revocarla, cuando considerare que existieren justificados y fundados motivos para la incomparecencia del demandado por caso fortuito o fuerza mayor plenamente comprobables, a criterio del tribunal.

 

La decisión se reducirá a forma escrita y contra la misma será admisible el recurso de casación, si alcanzare la cuantía a la que se refiere el artículo 167 de esta Ley, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a dicha decisión.

 

En todo caso, si el apelante no compareciere a la audiencia fijada para decidir la apelación, se considerará desistido el recurso intentado.” (Resaltado de la Sala).

 

 

 


De lo anteriormente transcrito se desprende que la Ley Adjetiva Laboral faculta al Juez Superior del Trabajo, a revocar aquellos fallos constitutivos de la presunción de admisión de los hechos por la incomparecencia de la parte demandada a la audiencia preliminar, bien en su apertura o en sus posteriores prolongaciones, siempre y cuando, a su criterio, la contumacia responda a una situación extraña no imputable al demandado.
 


Ahora bien, esta Sala de Casación Social, según sentencia de fecha 17 de febrero del año 2004 se ha pronunciado sobre las condiciones necesarias para la procedencia del caso fortuito o fuerza mayor como causas no imputables al demandado en caso de incomparecencia a la celebración de la audiencia preliminar, en los siguientes términos:

 

“Tales causas extrañas no imputables que configuran el incumplimiento involuntario del deudor (obligado) las adminicula el legislador en correspondencia con la norma transcrita en el caso fortuito y la fuerza mayor, y ante tal categorización, debe la Sala necesariamente aclarar las condiciones necesarias para su procedencia y consecuente efecto liberatorio.
 

Toda causa, hecho, obstáculo o circunstancia no imputable que limite o impida el cumplimiento de la obligación, debe necesariamente probarse. Tal condición limitativa o impeditiva debe resultar de orden práctico.
Asimismo, tal imposibilidad plena en ejecutar la obligación necesariamente debe instaurarse como sobrevenida, es decir, que se consolida o materializa con posterioridad a contraerse legítimamente la obligación.
 

De otra parte, la causa externa (no imputable) generadora del incumplimiento no puede resultar previsible, y aun desarrollándose en imprevisible, la misma debe ser inevitable, a saber, no subsanable por el obligado.
 

Igualmente y de manera conclusiva, debe especificarse que la causa del incumplimiento no puede responder a una actitud volitiva, consciente del obligado (Dolo o intencionalidad).

 

 

 

Así pues, adminiculando lo anterior al caso sub iudice, esta Sala observa que la causa que da origen a la incomparecencia del demandado a la audiencia preliminar no constituye jurídicamente un eximente de la obligación de asistencia, pues, la misma entre otras cosas, constituye una excepción de aplicación restrictiva, a criterio del Juzgador, el cual en el presente caso consideró que dicha circunstancia liberativa de la obligación de comparecer a la audiencia preliminar no fue probada suficientemente en autos por la representación judicial de la parte demandada, ya que al tratarse la misma -constancia médica- de un documento administrativo, no contiene la fe pública ni la eficacia probatoria propia del instrumento público, todo lo cual evidentemente acarrea la improcedencia del presente medio excepcional de impugnación. Así se decide.

 

DECISIÓN

 

En virtud de las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara: 1) SIN LUGAR el recurso de control de la legalidad propuesto por la parte demandada contra el fallo dictado en fecha 01 de marzo del año 2004 por el Juzgado Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Lara, con sede en la ciudad de Barquisimeto.

 

Publíquese y regístrese. Remítase directamente este expediente a la Unidad de Recepción y Distribución de Documentos de la Circunscripción Judicial del Estado Lara, con sede en la ciudad de Barquisimeto. Particípese de esta remisión al Tribunal Superior de origen, antes mencionado, de conformidad con lo establecido en el artículo 179 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

 


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas a los dos ( 2 ) días del mes de septiembre del año 2004. Años: 194° de la Independencia y 145° de la Federación.

El Presidente de la Sala,

 

____________________________
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